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La reforma democratica del Estado

ajo la premisa de que todo cambio en la

estrategia de desarrollo supone una trans-

formacién del modelo de Estado, buena
parte de los paises de la regién enfrentan el reto de
modificar sus estructuras estatales y recuperar algu-
nas facultades perdidas o debilitadas en las décadas
de los 80’ y 90’s a partir de la aplicacién de las
determinaciones del Consenso de Washington.'

En el escenario post-neoliberal, la reforma
democridtica del Estado se pone en el centro de la
agenda politica de los gobiernos de izquierda en
la regién. Si bien estos gobiernos han definido sus
politicas publicas y estrategias de implementacién
de manera ajustada a sus propias realidades y heren-
cias politicas, también es cierto que la aplicacién de
la “receta” del Consenso de Washington fue de tal
forma similar y dogmatica, que existe un conjunto
de problemas comunes que se vienen enfrentando
de manera similar en estos paises. Mds que alinea-
ciones pactadas, la aplicacién de ciertas politicas
resulta légicamente compartida, pues los efectos del
neoliberalismo han sido similares en la mayoria de
los paises de América Latina.

Principios como el de liberalizacién, desregu-
lacién, privatizacién y flexibilizacién, guiaron la
agenda de la mayor parte de los gobiernos de la

1 Este articulo recupera los planteamientos fundamentales del Objetivo
12 del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010, elaborado por la SENPLA-
DES, agosto, 2007.

Pabel Munoz L o

regién en las décadas anteriores. La fe ciega en el
mercado y en la libre competencia, y la muletilla
de doble moral en los sistemas mds rentistas y cor-
porativos, de que el Estado es la causa de todos los
males fueron ejes del dogma neoliberal y del dis-
curso politico de la derecha latinoamericana de los
tltimos 30 afios. En la defensa de intereses privados
se consolidé un esquema de acumulacién que ha
hecho crisis y que no ha podido enfrentar a una
corriente de cambio que ha decidido —entre otras
cosas— recuperar el Estado y su activo rol en la pro-
mocién del desarrollo nacional.

En el Ecuador y otros paises, bajo el membrete
del socialismo del siglo XXI se viene discutiendo
sobre la nueva estrategia de desarrollo y el corres-
pondiente modelo de Estado. El propésito de este
articulo, entonces, es brindar algunos elementos de
discusién para pensar en una reforma profunda del
Estado y en las posibilidades de recuperar sus facul-
tades esenciales y estructurar una institucionalidad
que nos acerque al bienestar colectivo.

En este sentido, recuperar la capacidad de plani-
ficacién estratégica y de gestion de las instituciones
estatales, su funcién redistributiva y los mecanismos
de regulacién, son los objetivos principales de un
rediseno institucional centrado en la participacién,
la democracia, la descentralizacién y el desarrollo
local, asi como en la gestién publica eficiente orien-
tada al logro de resultados.




Desarrollo territorial, descentralizacion,
autonomias

El Ecuador requiere un nuevo modelo de Estado
que supere las limitaciones del actual modelo cen-
tralista, asi como las visiones de autonomia separa-
tista y anti-solidaria que hay en algunos sectores de
la sociedad ecuatoriana. Es necesario pensar en una
estructura territorial que deje de atomizar la orga-
nizacién politica administrativa y —por el contra-
rio— se plantee formas de agregacién, mancomuni-
dad y complementariedad territorial para enfrentar
las inequidades producidas en
términos sociales y territoria-
les. Un Estado regional que se
plantee la posibilidad de com-
partir la potestad legislativa
con un sélido nivel interme-
dio de gobierno es una opcién
vélida para superar el bicen-
tralismo del pafs, y acercarnos
a un Estado de corte policén-
trico que promueva distintos
polos de desarrollo.

Basadosenelordenamiento
y el desarrollo territorial, asi
como en la planificacién fisica,
se debe sustentar una planifi-
cacién vinculante para todos
los niveles de gobierno, que
establezca un claro catdlogo de
competencias y responsabilida-
des de cada nivel de gobierno,
que genere informacién para
la toma de decisiones, y que
monitoree y evalie la ejecu-
cién de las politicas publicas.

En el sentido de recuperacién de la vision
nacional del desarrollo se debe privilegiar una fér-
mula que cree fuertes niveles centrales, intermedios
y locales de gobierno, que potencie la desconcen-
tracion, la descentralizacién y las autonomias. Esta
perspectiva puede ayudar a crear un nuevo sistema

El Ecuador requiere un
proceso gradual que culmi-
ne con la constitucion de
regiones, entendidas éstas
como la integracion de varias
provincias que puedan asu-
mir mas competencias. Estas
transformaciones se deben
dar en el marco de la unidad
y la indivisibilidad del Estado
ecuatoriano, y suponen el es-
tablecimiento de un conjunto
de incentivos que conlleven

la formacion y el reconoci-

de autonomia regional.
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de gestién que se oriente al logro de resultados, al
mejoramiento de la eficiencia y eficacia de sus poli-
ticas, a la simplificacién de los procedimientos y a la
recuperacion del sentido de responsabilidad piblica
de las entidades y los servicios del Estado; todo esto
con la intencién de acercar al ciudadano y mejorar
su relacién con Estado, asi como de dar atencién
efectiva a sus demandas y necesidades.

El proceso de descentralizacién y desconcen-
tracién es indispensable para la transferencia pro-
gresiva de atribuciones y funciones del gobierno
central a los gobiernos inter-
medios y locales, considerando
las posibilidades reales de asu-
mir responsabilidades y el des-
empeno de su gestion puablica.
Estas transformaciones impli-
can un proceso gradual que
culmina con la constitucién
de regiones, entendidas éstas
como la integracién de varias
provincias que puedan asu-
mir mds competencias. Estas
transformaciones se  deben
dar en el marco de la unidad
y la indivisibilidad del Estado
ecuatoriano, y suponen el esta-
blecimiento de un conjunto
de incentivos que conlleven la
formacién y el reconocimiento
de mayores niveles de autono-
mia regional.

miento de mayores niveles

Los inevitables desequi-
librios intra e interregionales
deben ser compensados por un
fondo unico de cohesién social
que ponga en juego la definicién de un sistema de
transferencias y un esquema de ingresos entre los
diferentes niveles de gobierno, que les permita aten-
der sus nuevos roles.

Una reforma que busque profundizar la des-
centralizacién y distribuir el poder estatal también
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debe considerar el 4mbito fiscal, pues para asegurar
el cumplimiento de las nuevas tareas y la calidad
de los servicios publicos que se asuman, son funda-
mentales la equidad en la asignacién de los recursos,
la eficiencia y la calidad del gasto, y la sostenibilidad
del endeudamiento subnacional.

Asi, una propuesta de nueva divisién politica,
descentralizacién administrativa y fiscal, y autono-
mias regionales es pieza fundamental para cambiar
el modelo de Estado, y prepararlo para los objetivos
colectivos de superar desigualdades sociales y territo-
riales, y lograr bienestar para todos.

Planificacion estratégica, descentralizada y
participativa

La pérdida de la planificacién y su reemplazo
por discursos tecnocraticos de modernizacién - pri-
vatizacién, o paquetes informdticos que cuidaban
un sistema de austeridad y disciplina fiscal son
los efectos mds perversos del Estado minimo. Por
esta razén, es necesario recuperar la planificacién
estratégica y participativa, y estructurar un Sistema
Nacional de Planificacién que articule las politicas,
estrategias e intervenciones publicas, y potencie el
desarrollo nacional y local. Si bien se necesita de
una profunda articulacién de las intervenciones
ministeriales, también se requiere romper el secto-
rialismo de la administracién pablica.

Un sistema de este tipo, debe tener al gobierno
central como eje de su implementacién, pero tam-
bién articular de manera vinculante la participacién
de los gobiernos seccionales y el sector privado, por
lo menos en ejes centrales del desarrollo nacional y
de prioridades de inversién de largo plazo.

El respaldo de una ley orgdnica de planificacién,
asi como de metodologfas y herramientas del desa-
rrollo local participativo son claves para potenciar
una planificacién que oriente y articule las inter-
venciones sectoriales y territoriales, que armonice
los lineamientos nacionales de desarrollo con las

expectativas locales, que elimine la duplicidad de
acciones, promueva un uso eficiente y transparente
de los recursos publicos, que oriente la cooperacién
internacional a los esfuerzos del desarrollo local,
y que, finalmente, no se desarticule de la toma de
decisiones presupuestarias y de inversién publica.

Recuperar el rol regulador del Estado

La reduccién del aparato estatal fue otro de
los principales efectos de la aplicacién del neolibe-
ralismo en la regién. La privatizacién de algunas
empresas del sector publico y la eliminacién de otras
respondi6 a la decisién de reducir el tamano del
Estado y su capacidad de intervencién en la econo-
mia, situacion agravada por una ineficiente gestién
estatal en la prestacién de servicios, teniendo como
resultado un sector puablico desprestigiado, asociado
en la sociedad con ineficiencia y corrupcién.

En los tltimos anos las empresas publicas del
Ecuador han sido objeto de varias iniciativas para
mejorar su gestidn e incrementar su eficiencia. No
obstante, los resultados no son alentadores. En la
légica de provocar su venta, se aprobé una norma-
tiva limitante para una buena administracién y se
cre6 el Fondo de Solidaridad, que debia canalizar
las utilidades de las empresas publicas a la inver-
sidn social. Sin embargo, de manera general el des-
empefo de las empresas puablicas, tanto telefénicas
como eléctricas y de petréleo no ha generado utili-
dades que puedan reinvertirse en términos produc-
tivos, ni de inversién social. Por lo tanto, se debe
generar un esquema de principios y orientaciones
normativas que especifique los criterios generales
para la definicidn de las politicas, las dreas y las con-
diciones en que el Estado pueda asociarse con otros
agentes econdmicos en la gestién y en la provision
de servicios publicos. La nocién de dreas estratégi-
cas de la economia debe ser retomada y trabajada en
funcién de metas amplias de bienestar social.

Nuevas orientaciones y nuevos tipos de regula-
cién sobre las empresas publicas, la banca publica




de desarrollo y diversas dreas de la politica econé-
mica son fundamentales una vez que se ha consta-
tado que la apertura indiscriminada y la ausencia
del Estado limitan la capacidad de estas politicas
como instrumentos de promocidn, estabilizacién
y crecimiento econémico. Asi, sectores como el
petrolero, eléctrico, telecomunicaciones y recursos
naturales como el agua y los servicios sociales bési-
cos, no pueden quedar liberados a los juegos de un
mercado con fuertes tendencias excluyentes, mono-
poélicas y oligopdlicas.

Al comprobarse que menos Estado no ha sig-
nificado mejor Estado, se vuelve necesaria la apli-
cacién de politicas que recuperen la capacidad de
gestion estatal y su rol regulador y redistribuidor.
Ello no solo ayudard a modificar la concepcién y
la fé6rmula del desarrollo anteponiendo la redistri-
bucién al crecimiento, sino que mejorard la gober-
nabilidad, entendida como la estabilidad institu-
cional para el desarrollo; pues un adecuado rol de
la regulacién del Estado frente al actual sistema de
acumulacién permitird definir un nuevo esquema
de desarrollo en el que las empresas publicas y la
banca publica para el desarrollo jueguen un rol
fundamental a la hora de generar riqueza y reacti-
var la produccién.

Garantia universal de los derechos sociales

La politica social de los afios 80’s y 90’s se cen-
tr6 en la lucha contra la pobreza como estrategia
de mitigacién de los efectos sociales del neolibera-
lismo y sus politicas. En consecuencia, se consolidé
una politica asistencial basada en la focalizaciéon y
en intervenciones puntuales y emergentes por parte
del aparato estatal, junto con una amplia partici-
pacién de ONG’s en proyectos de desarrollo que
fragmentaron el espacio de lo social y no lograron
corregir los problemas ocasionados por el abandono
y las ineficiencias estatales.

La asistencia social se encaminé a brindar ayuda
y proteccién alos grupos denominados vulnerables y

Goyuntura

dejé de lado los principios de universalidad y garan-
tia de derechos como la salud y la educacién que
merecen de la accién del Estado para su ejercicio.

Contar con una politica universal de salud, edu-
cacién y seguridad social es la base para recuperar un
Estado social que procura el bienestar colectivo y que
interviene de manera responsable y eficiente para garan-
tizar el ejercicio de derechos econdmicos y sociales.

Meritocracia en la administracion publica y
servicio civil eficiente

La debilidad institucional del Estado no eli-
mind los problemas de corrupcién e ineficiencia de
la administracién pablica. Actualmente, uno de los
retos consiste en que la reforma del Estado venga
acompafada de un servicio civil profesionalizado.
La estructuracién de una carrera publica estable y
meritocritica es una tarea fundamental después del
desprestigio experimentado en la funcién publica.

En este proceso de recuperar la capacidad de
gestion del Estado y profesionalizar el servicio civil
un elemento importante es contar con una Escuela
de Gobierno y Administracién Pdblica, pues ese
Estado estratégico, dindmico e inteligente necesita
de servidores publicos capacitados en temas como
administracién publica, planificacién, politicas
publicas, disefio, monitoreo y evaluacién de pro-
yectos de inversién, gestién de la participacién ciu-
dadana y gobierno electrénico.

Nueva arquitectura financiera

La flexibilizacién financiera iniciada en los
afos 90’s se bas6 en la reforma a la normativa de
regulacién del sector. En 1992 se reformé la Ley
de Régimen Monetario y Banco del Estado, y en
1994 se cre6 la Ley General de Instituciones del
Sistema Financiero, reformas que eliminaron los
controles y regulaciones estatales con la finalidad de
que sea el propio mercado el encargado del manejo
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y la asignacién de los recursos financieros. En tal
sentido, se aplicaron medidas que permitieron la
flotacién de las tasas de interés, la eliminacién de
las tasas preferenciales para ciertas actividades pro-
ductivas, la reduccién de la capacidad de control
de las entidades estatales, entre otras medidas. Ade-
mds, se abrieron las fronteras y se permitié la libre
circulacién de capitales con el propésito de alcanzar
mejores rendimientos econdmicos, pues los capita-
les internacionales podian ser invertidos en nuestro
sistema financiero, al mismo tiempo que capita-
les nacionales podian ser invertidos fuera del pais

(modelo off shore).

Frente a los efectos adversos generados por esta
16gica de desregulacién y flexibilizacion, se requiere
llevar a cabo una nueva arquitectura del sistema
financiero donde los sectores publico y privado
sean pilares de una fuerte reactivacién productiva.
Ello implica plantear un redisefio institucional que
permita una adecuada regulacién del sector finan-
ciero con el fin de promover el cumplimiento de sus
funciones: canalizar recursos para la reactivacién de
la produccién, impedir la especulacién financiera y
limitar los amplios mérgenes de intermediacion.

El disefio de un sistema nacional de micro
finanzas también es clave para promover la profun-
dizacién financiera a fin de brindar incentivos tanto
para la mediana y pequefia empresa, como para las
formas asociativas y comunitarias de propiedad y
produccién. Una nueva arquitectura institucional
debe estar acompafiada de una cultura de trans-
parencia en la fijacién de tasas, impuestos y costos
financieros, mediante una apropiada regulacién.
Se debe impedir el traslado de las ineficiencias del
sector privado al Estado y viceversa. Se requiere,
asi mismo, la despolitizacién de los organismos de
supervision y control del sistema financiero.

Por dltimo, una nueva arquitectura del sector
debe privilegiar el fomento de las microfinanzas
y el cooperativismo de ahorro y crédito. Se debe
crear un fondo nacional de microcrédito, promover
sociedades de capital de riesgo y fondos de garantias

reciprocas, establecer fondos de capitalizacién soli-
daria, desarrollar calificadoras de riesgo especializa-
das en micro financiamiento, crear mecanismos de
supervision de cooperativas, en el marco de normas
constitucionales que consagren la economia social
y solidaria.

Democracia radical y promocién de la organi-
zacion social

La recuperacién de la dimensién publica del
Estado exige cambios en su forma de funciona-
miento a fin de posibilitar la democratizacién y la
eficiencia de la administracién publica. Ello apunta
hacia una agenda de reformas administrativas que
fijen un modelo de gestién publica abierto a los
procesos de control y rendicién de cuentas. Asi, el
lugar de la participacién ciudadana en el ciclo de la
politica publica aparece como un factor clave para
buscar mayor legitimidad, eficiencia y eficacia del

Estado.

La eficiencia de la gestién publica requiere de
una alta capacidad de coordinacién interinstitucio-
nal y de la basqueda de convergencias en las agen-
das publicas sectoriales y territoriales. Ello apunta
a la necesidad de institucionalizar las funciones
de planificacién estatal en el marco de un sistema
nacional que articule las intervenciones publicas en
el nivel local y nacional a fin de fijar metas y obje-
tivos para el mediano y largo plazo.

Lo anterior implica redisenar las instituciones
politicas y la gestién publica en la perspectiva de
institucionalizar mecanismos de democracia partici-
pativa para la toma de decisiones y el control social
de la accién estatal. Las demandas de la sociedad
civil exigen una reforma institucional que vaya mds
alld de las tradicionales instancias de la democracia
representativa. En la medida en que se abran a los
ciudadanos los espacios de intervencién y didlogo,
éstos acrecentardn su poder de organizacién social
auténoma y podrdn constituirse en un pilar para el
cambio politico que requiere el pais. @






